El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS CORPUS / FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES / CASOS EN QUE PROCEDE / TÉRMINO PARA LEGALIZAR LA CAPTURA: 36 HORAS / NO INCLUYE IMPUTACIÓN DE CARGOS O IMPONER MEDIDA DE ASEGURAMIENTO.
Ese derecho se garantiza por medio del mecanismo especial de  hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.”

En desarrollo de tal garantía, el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental…
De acuerdo con la norma constitucional transcrita y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal…
… el señor Hugo William Arango Pérez fue capturado en flagrancia el 10 de febrero de este año a las 9:30 a.m. y que a las 9:57 a.m. del día siguiente, fue puesto a disposición del Juzgado Primero Penal Municipal de Control de Garantías a efecto de practicar audiencias preliminares y entre ellas, se legalizó su captura.

En consecuencia, como desde el momento de la aprehensión del citado señor, hasta la fecha y hora en que se realizó la diligencia en la cual se legalizó su captura, no habían transcurrido aún las treinta y seis horas que establecen las normas procesales citadas antes, resulta impróspera la solicitud de hábeas corpus.

Y esa conclusión no varía porque se sobrepasó el término de las treinta y seis horas sin imputar cargos ni imponer medida de aseguramiento al peticionario, como lo plantea en el escrito por medio del cual se solicitó el hábeas corpus, pues ese perentorio lapso solo aplica para efectos de legalizar la captura…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos



Expediente: No. 66001-22-13-000-2020-00024-00
Pereira, febrero trece (13) de dos mil veinte (2020)
Hora: 10:30 a.m.
La suscrita Magistrada decide la solicitud de hábeas corpus que interpuso el señor William Hugo o Hugo William Arango Pérez, tendiente a obtener la restauración de su derecho fundamental a la libertad que estimó quebrantado.
A N T E C E D E N T E S

1. En el escrito con el que se promovió la acción, relató el solicitante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 10 de febrero de 2020, aproximadamente a las 10:10 de la mañana, funcionarios del CTI realizaron en su vivienda diligencia de allanamiento y captura.
1.2 Fue trasladado a los calabozos de la Fiscalía, ubicados en la calle 40 con carrera 7ª de esta ciudad. Al día siguiente se llevó a cabo audiencia de legalización de captura y registro de allanamiento, sin que en momento alguno se le imputaran cargos o se formulara petición de medida de aseguramiento.
1.3 Por ello, se ha debido ordenar su libertad, pero, al contrario, se  dispuso que continuara retenido.
1.4 Las 36 horas correspondientes vencieron el “11 de enero de 2020 (sic)”, a las 10:10 de la noche; aún sigue privado de su libertad de manera ilegal, como quiera que no existe orden judicial para su detención, pues la orden de captura se consumó con su comparecencia ante el juez de control de garantías.

1.5 El día 11 de febrero se le informó que las diligencias de imputación y de imposición de medida de aseguramiento se realizarían el día siguiente, a las 8:00 de la mañana, lo que no considera un problema, sino el hecho de que continúa detenido de manera ilegal, sin orden judicial y vencidas treinta y seis horas.

1.6 Aunque el artículo 21 de la Ley 1908 de 2018 suspendía ese término una vez se iniciaran las diligencias, ese precepto perdió vigencia por orden de la Corte Constitucional, que en sentencia C-137 de 2019 declaró inexequible la suspensión o interrupción de ese lapso.

1.7 A la fecha lleva privado de la libertad, de manera arbitraria, cuarenta y seis horas, lo que resulta inaceptable en un estado de derecho.

1.8 Las diligencias de imputación y medida de aseguramiento programadas, están viciadas de nulidad por su detención arbitraria y lesión al debido proceso.

2. Solicita se garanticen sus derechos constitucionales y no se permita la continuación de la detención ilícita, a la que viene siendo sometido. 
A C T U A C I Ó N    P R O C E S A L

1. Por auto del 12 de los corrientes se dispuso dar trámite a la acción, solicitar a la Coordinación del Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio brindar información sobre el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos, practicarle inspección judicial y notificar esa providencia al Juzgado Primero Penal Municipal de Control de Garantías de esta ciudad. Con posterioridad se ordenó la vinculación del Fiscal 25 Local URI de Pereira.
2. La Coordinadora del Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio de Pereira informó que: a) el 11 de febrero de este año, a las 9:20 de la mañana, se presentó ante ese Centro solicitud para practicar audiencias preliminares de control de legalidad a la orden de allanamiento y registro, legalización de elementos incautados, legalización de captura, formulación de imputación y solicitud de medida de aseguramiento, en la actuación que se adelanta contra el accionante, por  los delitos de acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir, demanda de explotación sexual, comercial y pornografía con persona menor de edad y b) realizado el correspondiente reparto, las diligencias fueron asignadas al Juzgado Primero Penal Municipal de Control de Garantías, sin que hasta el momento se haya recibido en ese Centro Administrativo actuación alguna por parte de ese despacho y por tal motivo, no es posible certificar el estado en que se encuentra ese proceso.   
3. La Juez Primero Penal Municipal de Control de Garantías refirió que el 11 del mes que corre, le fue asignado al despacho a su cargo el proceso penal adelantado contra el señor Hugo William Arango Pérez; a las 9:57 de la mañana se realizaron las diligencias preliminares de legalización de allanamiento, legalización de incautación de elementos, legalización de captura, formulación de imputación y solicitud de medida de aseguramiento. 
Antes de iniciarlas, la abogada de la defensa advirtió que solo se llevarían a cabo las tres primeras, porque el procesado manifestó su deseo de estar acompañado por un apoderado de confianza, su hijo, quien asumiría la defensa al día siguiente, pues se encontraba fuera de la ciudad. Esta circunstancia fue verificada por el representante de la Fiscalía General de la Nación, quien, en el acto, se comunicó con ese nuevo defensor “dejando constancia incluso que se había acordado inicialmente para reiniciar el acto a las 8:00 a.m. del día 12 de febrero de 2020; pero por decisión de la Juez, se fijó esa misma fecha a la primera hora hábil, es decir, las 7:00 a.m., para continuar con la audiencia de imputación, teniendo en cuenta que respetamos el contenido del artículo 302 del Código de Procedimiento Penal, para definir el tema de la legalidad de captura, único obligatorio en esta instancia”.
Explicó que las únicas audiencias que tienen término para su realización son las que efectivamente se celebraron el día 11; es decir, dentro de las veinticuatro horas la de allanamiento y registro; dentro de las treinta y seis, las de legalización de elementos y captura; esta última culminó a las 10:39 de la mañana; es decir, no se superaron los términos para la resolución de esa controversia. 
Agregó que ese juzgado estuvo dispuesto a evacuar la totalidad de audiencias solicitadas por la Fiscalía el 11 de febrero, pero se suspendieron precisamente por la solicitud del procesado en tener asistencia de su abogado de confianza, en garantía de sus derechos fundamentales. Finalmente dijo que el día 12, se realizó la audiencia programada, la que culminó a las 9:40 a.m., con la imposición de medida de aseguramiento en establecimiento carcelario para el procesado.
4. El Fiscal 25 Local URI de esta ciudad guardó silencio.      
C O N S I D E R A C I O N E S

1. Tiene competencia esta Magistrada para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 2° de la Ley 1095 de 2006.

2. Corresponde a esta Sala determinar si debe protegerse al  peticionario el derecho fundamental a la libertad personal, consagrado en el artículo 28 de la Constitución Nacional.

3. Ese derecho se garantiza por medio del mecanismo especial de  hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.”

En desarrollo de tal garantía, el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental, y en el artículo 2º estableció una competencia general para conocerla en todos los jueces y tribunales que integran la Rama Judicial.

De acuerdo con la norma constitucional transcrita y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal, como lo explica la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
: 

“a) Cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas constitucional y legalmente previstas para ello, como sucede con la orden judicial previa (artículos 28 de la Constitución  Política, 2° y 297 de la Ley 906 de 2004), la flagrancia (artículos 345 de la Ley 600 de 2000 y 301 de la Ley 906 de 2004), la captura públicamente requerida (artículo 348 de la Ley 600 de 2000) y la captura excepcional (artículo 21 de la Ley 1142 de 2007). 

b) Cuando, obtenida legalmente la captura, la privación de la libertad se prolonga más allá de los términos previstos en la Constitución y en la ley. En tal supuesto, la acción de hábeas corpus tiene por objeto que el servidor público: i) lleve a cabo la actividad a que está obligado (por ejemplo: escuchar en indagatoria, dejar a disposición judicial al capturado, hacer efectiva la libertad ordenada, etc.) o bien, ii) adopte la decisión correspondiente al caso (definir su situación jurídica dentro del término legal, ordenar la libertad frente a la captura ilegal, entre otras hipótesis posibles)….”

4. En el caso concreto considera el solicitante que se encuentra privado de la libertad de manera arbitraria y con violación al debido proceso, porque desde cuando aquel hecho se produjo, han corrido más de cuarenta y seis horas. 
5. La inspección judicial practicada al proceso en el que figura como procesado el aquí solicitante y del que conoce el Juzgado Primero Penal Municipal de Control de Garantías, acredita los siguientes hechos:

5.1 El 11 de febrero pasado, el Fiscal 25 Local URI de esta ciudad, solicitó al Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio realizar  audiencias preliminares, en relación con el indiciado Hugo William Arango Pérez, capturado en 10 de febrero, a las 9:30, de control de legalización de orden de diligencia de allanamiento y registro; legalización de diligencia de allanamiento y registro; legalización de elementos incautados; legalización de captura; formulación de imputación y resolución de medida de aseguramiento
.

5.2 A las 9:57 horas del mismo 11 de febrero, ante el Juzgado Primero Penal Municipal de Control de Garantías, se dio inicio a esas diligencias en las que: a) la abogada defensora informó que en entrevista que sostuvo con el procesado, le manifestó el deseo de que su defensa la asumiera un hijo suyo, en calidad de apoderado de confianza, quien se encuentra fuera de la ciudad y volverá el día de mañana; por tanto, en esa diligencia y para salvaguardar los derechos del señor William Hugo o Hugo William Arango Pérez, en su condición de defensora pública, asistirá solamente a las audiencias de control de legalización de allanamiento y captura. La funcionaria judicial aceptó esa petición porque el procesado puede designar en cualquier instante su abogado de confianza, lo que, según se acordó, tendrá lugar a partir del momento de la imputación; b) se declaró legal la captura del procesado, realizada en flagrancia el 10 del mes citado, pues se salvaguardaron los derechos del detenido, no se han superado las treinta y seis horas y se ha dado cumplimiento a los plazos razonables. Frente esa solicitud de legalización de captura no se formuló oposición alguna y c) se suspendieran las diligencias para el 12 de febrero siguiente a las 7:00 horas
. 

5.3 En esa fecha y hora, se llevaron a cabo las restantes audiencias preliminares, en las que el apoderado de confianza elevó petición frente al término en que fue puesto su poderdante a disposición de la autoridad competente, luego de la captura, empero la funcionaria se negó a dar trámite a esa solicitud, como quiera que lo relativo a esa cuestión ya había quedado superado y que la única audiencia que tiene término es precisamente la de legalización de captura
. Ese mismo día, se impuso al procesado medida de aseguramiento en establecimiento de reclusión
. 

6. El artículo inciso 3º del artículo 2º del Código de Procedimiento Penal dice: “En todos los casos se solicitará el control de legalidad de la captura al juez de garantías, en el menor tiempo posible, sin superar las treinta y seis (36) horas siguientes”. Mientras que el 302, en su parte pertinente, reza: “La Fiscalía General de la Nación, con fundamento en el informe recibido de la autoridad policiva o del particular que realizó la aprehensión, o con base en los elementos materiales probatorios y evidencia física aportados, presentará al aprehendido, inmediatamente o a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, ante el juez de control de garantías para que este se pronuncie en audiencia preliminar sobre la legalidad de la aprehensión y las solicitudes de la Fiscalía, de la defensa y del Ministerio Público.”
7. Surge de aquellas pruebas que el señor Hugo William Arango Pérez fue capturado en flagrancia el 10 de febrero de este año a las 9:30 a.m.
 y que a las 9:57 a.m. del día siguiente, fue puesto a disposición del Juzgado Primero Penal Municipal de Control de Garantías a efecto de practicar audiencias preliminares y entre ellas, se legalizó su captura.
En consecuencia, como desde el momento de la aprehensión del citado señor, hasta la fecha y hora en que se realizó la diligencia en la cual se legalizó su captura, no habían transcurrido aún las treinta y seis horas que establecen las normas procesales citadas antes, resulta impróspera la solicitud de hábeas corpus.
Y esa conclusión no varía porque se sobrepasó el término de las treinta y seis horas sin imputar cargos ni imponer medida de aseguramiento al peticionario, como lo plantea en el escrito por medio del cual se solicitó el hábeas corpus, pues ese perentorio lapso solo aplica para efectos de legalizar la captura, con la finalidad de evitar que se prolongue de manera ilegal la privación de la libertad.
No sobra anotar que fue el propio procesado quien pidió la suspensión de las diligencias de imputación de cargos e imposición de medida de aseguramiento, solicitadas por la Fiscalía y programadas por el juzgado de control de garantías para ser evacuadas el 11 de febrero de este año, para que su abogado de confianza asumiera la defensa y a ese requerimiento accedió el juzgado, que continuó la audiencia el día siguiente, previo a lo cual, como se ha dicho, legalizó la captura del citado señor.       

Además, que frente a la legalización de captura, momento procesal oportuno para alegar la prolongación indebida de la detención, ningún reparo se planteó por la defensa, y por ende, esa actuación adquirió firmeza.
9. De lo todo anterior se concluye que no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, razón por la cual será negado.
10. No se requirió de la entrevista con el señor William Hugo Arango Pérez porque la información que suministró y el expediente sobre el que se practicó la inspección judicial, fueron suficientes para resolver la petición elevada.
Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar la solicitud de hábeas corpus solicitado por el señor William Hugo o Hugo William Arango Pérez.

SEGUNDO: Notifíquese al peticionario y a los demás intervinientes esta decisión, e infórmese al primero que esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres días calendario siguientes a la notificación que se le haga de esta providencia. (Artículo 7º de la ley 1095 de 2006).

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Auto AHP472-2017 del 31 de enero de 2017 M.P. Eyder Patiño Cabrera, radicado No. 49.631


� Folios 9 y 10


� Diligencia que obra en archivo multimedia denominado “CP_0211095649758” que obra en el disco compacto visible a folio 12 vuelto


� Diligencia que obra en archivo multimedia denominado “CP_0212071419233” que obra en el disco compacto visible a folio 12 vuelto


CP_0212071419233


� Diligencia que obra en archivo multimedia denominado “CP_0212083337418” que obra en el disco compacto visible a folio 12 vuelto


� Tal como se consignó en la solicitud de realización de audiencias preliminares, cuya copia obra a folios 9 y 10
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